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Exp. 651/2018/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE 651/2018/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ******** ******* *****

	DEMANDADAS: SUBSECRETARIO DE GOBERNACIÓN DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ -COMO AUTORIDAD ORDENADORA- Y DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ -COMO AUTORIDAD EJECUTORA-.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.


San Luis Potosí, S. L. P., dieciocho de enero de dos mil diecinueve. 

VISTOS, para resolver en definitiva, los autos del juicio contencioso administrativo 651/2018/2, promovido por el C. ******** ******* *****, quien señaló como autoridades demandadas al Subsecretario de Gobernación del Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí -como autoridad ordenadora- y al Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí -como diversa ejecutora-.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el día seis de agosto de dos mil dieciocho, el C. ******** ******* *****, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra del Subsecretario de Gobernación del Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí -como autoridad ordenadora- y del Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí -como diverso ejecutor-, señalando como actos impugnados los siguientes:
“DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENADORA:
Reclamo la resolución definitiva de fecha 9 de marzo del año 2018, en los autos de recurso de revisión administrativo número****** (sic), en el que se confirma la resolución emitida por la Dirección General de Gobernación, de fecha 29 de Junio del año 2015, mediante la cual se determina la CANCELACIÓN DE LA LICENCIA DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS número *****, bajo la modalidad de BAR, expedida a favor de ******** ******* *****, para el domicilio ubicado en calle ******* ** ******* *** ***** **** ******** *********** ********* *********.”

DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE EJECUTORA:

La ejecución de la resolución de fecha 09 trece (sic) de marzo del año 2018, en los autos de recurso de revisión administrativo número ******, en el que se confirma la resolución emitida por la Dirección General de Gobernación el día 29 de junio del año 2015.”

II.- Por auto de ocho de agosto de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda en contra de las autoridades señaladas por el demandante, y se ordenó correr el traslado correspondiente, para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes, dentro del plazo legal al efecto previsto; carga procesal que cumplieron a través de los oficios presentados en esta Sala, los días veintinueve y treinta y uno de agosto siguientes. Asimismo, se le dio vista al Secretario General de Gobierno del Estado, como superior jerárquico de las autoridades para su conocimiento y efectos legales procedentes.
III.- Mediante proveído de cuatro de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo por contestada la demanda por parte de las autoridades demandadas, dándose vista de la misma y sus anexos al accionante para los efectos precisados en el artículo 100, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, consistentes en:

De la parte actora:

·  Original de la notificación del expediente 780/2016 de fecha cinco de junio de dos mil dieciocho, suscrito por el Licenciado Salvador de la Rosa Castillo, Actuario del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, documental que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda;

·  Copia simple del recurso de revisión ******, documental que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda; 

·  Copia simple de la licencia para la venta, distribución o suministro de bebidas alcohólicas, con folio *****, de fecha veintitrés de marzo del año dos mil quince;

·  La presuncional legal y humana;

·  La instrumental de actuaciones.

Por parte del Subsecretario de Gobernación, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí –enjuiciado-, las siguientes:

· Todas y cada una de las actuaciones que integran el expediente relativo al juicio 0780/2016-3 del índice de este Tribunal, misma que se admitió como hecho notorio. 

· Original del oficio de notificación A3 1653/2018, de fecha cinco de junio de dos mil dieciocho, suscrito por el Licenciado Salvador de la Rosa Castillo, Actuario del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, documental que detalla en el capítulo de pruebas en su oficio de cuenta;

· La instrumental de actuaciones.

· La presuncional legal y humana.

Por su parte, del Director General de Gobernación, de la Secretaría de Gobernación, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí –diversa demandada-, las siguientes:

· Todas y cada una de las actuaciones que integran el expediente relativo al juicio 0780/2016-3 del índice de este Tribunal, mismo que se admitió como hecho notorio.

· La instrumental de actuaciones.

· Y la presuncional legal y humana.

Finalmente, apreciando la Instrucción que se actualizaba la hipótesis de ampliación de demanda establecida en el artículo 237, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le otorgó al demandante el plazo de ley para que formulara su ampliación de demanda respectiva; derecho que ejerció a través del ocurso presentado en este Tribunal el diecinueve de septiembre siguiente.
IV.- A través del acuerdo dictado el veintisiete de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo por ampliada la demanda, ordenándose correr el traslado respectivo a las autoridades demandadas para que dentro del plazo de diez días contestaran la citada ampliación, manifestaran, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con los que se encontraran relacionados, apercibidas que de no hacerlo, de oficio se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se tendría por contestada la ampliación de la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; carga procesal que cumplimentaron a través de los oficios presentados en este Tribunal, los días dieciocho y diecinueve de octubre siguiente.
V.- Mediante proveído de veinticinco de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo por contestada la ampliación de demanda por parte de las autoridades demandadas, por lo que, con copia simple de la citada contestación se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado y manifestara lo que a su derecho conviniera.

Asimismo, se tuvieron por admitidas como pruebas de las partes las siguientes:

· De la parte actora, todas y cada una de las actuaciones que integran el expediente relativo al juicio 0780/2016/3 del índice de este Tribunal; así como la resolución de fecha nueve de marzo de dos mil dieciocho, la cual es materia del acto impugnado en el presente juicio; mismas que fueron admitidas como hechos notorios.

· Del Subsecretario de Gobernación Perteneciente a la Secretaria General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí: la presuncional legal y humana, así como la instrumental de actuaciones.

Finalmente se fijaron las doce horas del veintisiete de noviembre de dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246, del citado Código.
VI.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y de ampliación, así como a los de su contestación respectiva e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; asimismo, se hizo constar que en relación con el expediente 0780/2016-3 del índice de este Tribunal, el mismo se tendría a la vista al momento de dictarse la sentencia definitiva, así como que no existían probanzas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7, fracciones I y XII, y 9º, fracción III, 24, y 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°,segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

El interés jurídico del actor del presente juicio se acredita con la documental en donde consta el acto impugnado, consistente en la resolución de nueve de marzo de dos mil dieciocho, dictada en el expediente correspondiente al recurso de revisión administrativa ******, por la que el Subsecretario de Gobernación, de la Secretaría de Gobernación, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en cumplimiento a la sentencia dictada por este Tribunal, el veintiséis de enero de dos mil diecisiete, y a la diversa ejecutoria de veintiuno de febrero de dos mil dieciocho, confirma la diversa emitida por la Dirección General de Gobernación de fecha veintinueve de junio de dos mil quince, en la que se le determinó la cancelación de la licencia de bebidas alcohólicas ******, y clausura del establecimiento con giro bar, denominado “** *****”, para el domicilio ubicado en ***** ***** ******* ********** ********** *********** ********** ********** *********. Tanto la resolución impugnada, como la diversa recurrida, se encuentran dirigidas al hoy actor el C. ******** ******* *****.

Asimismo, debe destacarse que las resoluciones anteriormente precisadas, se encuentran agregadas en los folios 154 a 159, y 55 a 61, del expediente 780/2016/3, del índice de este Tribunal, mismas que se tiene a la vista y que se invocan como hecho notorio, de conformidad con los artículos 61, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí y 277, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí
, de aplicación supletoria.
Lo anterior, se refuerza con los criterios establecidos en las jurisprudencias cuyos datos de localización, rubro y contenido es el siguiente.

Época: Décima Época, Registro: 2017123, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo I, Materia(s): Común Tesis: P./J. 16/2018 (10a.), Página: 10 

HECHOS NOTORIOS. TIENEN ESE CARÁCTER LAS VERSIONES ELECTRÓNICAS DE LAS SENTENCIAS ALMACENADAS Y CAPTURADAS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE).- Jurídicamente, el concepto de hecho notorio se refiere a cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros de un cierto círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión alguna y, por tanto, conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, los hechos notorios pueden invocarse por el tribunal, aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. Por otro lado, de los artículos 175, 176, 177 y 191 a 196 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de enero de 2015, se obtiene que es obligación de los Juzgados de Distrito y de los Tribunales de Circuito, capturar la información de los expedientes de su conocimiento y utilizar el módulo de sentencias del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), en el cual deben capturar las versiones electrónicas de las resoluciones emitidas por ellos, a cuya consulta tienen acceso los restantes órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, lo cual otorga a las versiones electrónicas de las resoluciones emitidas por los Juzgados de Distrito y por los Tribunales de Circuito el carácter de hecho notorio para el órgano jurisdiccional resolutor y, por tanto, pueden invocarse como tales, sin necesidad de glosar al expediente correspondiente la copia certificada de la diversa resolución que constituye un hecho notorio, pues en términos del artículo 88 mencionado, es innecesario probar ese tipo de hechos. Lo anterior, con independencia de que la resolución invocada como hecho notorio haya sido emitida por un órgano jurisdiccional diferente de aquel que resuelve, o que se trate o no de un órgano terminal, pues todos los Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito deben capturar en el módulo de sentencias del SISE, la versión electrónica de las resoluciones que emiten, las cuales pueden consultarse por cualquier otro órgano jurisdiccional, lo que genera certeza de lo resuelto en un expediente diferente…”

 “Novena Época, Registro: 187526, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Marzo de 2002, Materia(s): Común, Tesis: VI.1o.P. J/25, Página: 1199

HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LAS EJECUTORIAS EMITIDAS POR LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO O LOS JUECES DE DISTRITO.- Por hechos notorios para un tribunal, deben entenderse aquellos que conozcan por razón de su actividad jurisdiccional. En ese sentido, de conformidad con el artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de Amparo, los Magistrados de Tribunal de Circuito y los Jueces de Distrito pueden válidamente invocar de oficio, como un hecho notorio, las ejecutorias que se hayan emitido anteriormente, a fin de poder resolver un asunto en específico, sin que se haya ofrecido ni alegado por las partes, ya que esa es una facultad que la propia ley les confiere y que desde luego es de su conocimiento.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO.”

Por su parte, el C. ********** ******* ****, Subsecretario de Gobernación, de la Secretaría General de Gobierno, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí –en su carácter de autoridad demandada-, compareció a dar contestación, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado, el cual obra a foja 51 del expediente en que se actúa.

Por otra parte, el C. ***** ***** ******* *****, Director General de Gobernación, de la Secretaría General de Gobernación, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí –en su carácter de autoridad ejecutora demandada-, compareció a dar contestación, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado, el cual obra a foja 69 del expediente en que se actúa.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio  pleno, en virtud de que constituyen documentos públicos, de conformidad con lo establecido en el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en el presente juicio contencioso administrativo consiste, en caso de resultar procedente, en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de nueve de marzo de dos mil dieciocho, dictada en el expediente correspondiente al recurso de revisión administrativa ******, por la que el Subsecretario de Gobernación, de la Secretaría de Gobernación, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en cumplimiento a la sentencia dictada por este Tribunal, el veintiséis de enero de dos mil diecisiete, y a la diversa ejecutoria de veintiuno de febrero de dos mil dieciocho, confirma la diversa emitida por la Dirección General de Gobernación de fecha veintinueve de junio de dos mil quince, en la que se le determinó la cancelación de la licencia de bebidas alcohólicas ******, y clausura del establecimiento con giro bar, denominado “** *****”, para el domicilio ubicado en ***** ***** ******* ********** ********** *********** ********** ********** *********; y en la hipótesis de haber elementos para ello, definir la legalidad o no, de esta última resolución.
CUARTO.- Por ser una cuestión de orden público, se procede a analizar conjuntamente las causales de improcedencia y sobreseimiento invocadas por las autoridades demandadas en sus respectivos oficios de contestación de demanda, donde hacen valer la extemporaneidad en la presentación de la demanda; y los argumentos planteados por el hoy actor en su escrito de ampliación de demanda, en los que arguye por qué sí se presentó en tiempo su medio de defensa.

Las autoridades demandadas en sus respectivos oficios de contestación de demanda
 –así como en la reiteración que realizan en sus correspondientes contestaciones a la ampliación de demanda
-, arguyen como causal de improcedencia y sobreseimiento que se actualizan las hipótesis previstas en los artículos 228, fracción VI, y 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que debe sobreseerse el presente juicio, toda vez que la resolución debatida fue impugnada de manera extemporánea.

Las enjuiciadas argumentan que contrario a lo que manifestó el demandante en su demanda –que había tenido conocimiento del acto impugnado hasta el siete de junio de dos mil dieciocho-, lo cierto es que previamente ya tenía conocimiento de la misma tal y como se acredita de las constancias que obran en los autos del juicio 0780/2016/3 del índice de este Tribunal.
Precisan las enjuiciadas que lo anterior se puede corroborar del proveído de nueve de mayo de dos mil dieciocho del diverso juicio señalado en el párrafo anterior, en el que esa Instrucción tuvo por desahogada la vista ordenada en el acuerdo de diecinueve de abril del año en cita –donde se le dio a conocer el acto que hoy pretende impugnar-; concluyendo que a partir de ese momento no interpuso la demanda dentro de los treinta días hábiles con que contaba para ello.

Por su parte el accionante al momento en que formuló su ampliación de demanda
, manifestó textualmente lo siguiente:

“En cuanto a la espontaneidad que refieren las demandadas respecto al termino de 30 días hábiles que tuve para interponer dicho juicio, habrá de apreciarse en dichas constancias del juicio 78012016M-3 que conoció el magistrado titular de la tercera sala de este tribunal y que desde este momento ME PERMITO OFERTAR COMO PRUEBA, la resolución que se impugna es la de fecha 9 de marzo del 2018 que causo ejecutoria luego de que por auto de fecha 19 de abril del 2018 este tribunal me diera vista respecto de la misma y con escrito de fecha 7 de mayo de ese mismo año se manifestó mi inconformidad respectiva, y el Honorable tribunal el I de mayo emite auto y determinación definitiva y en la que justamente precisa no asistirme la razón respecto a mis manifestaciones de inconformidad y precisa que la resolución de fecha 9 de marzo del 2018 está ajustada a derecho en cuanto a que efectivamente se tomaron en cuenta los agravios esgrimidos por el suscrito en el recurso de revisión correspondiente y que ello precisamente fue materia de mis conceptos de impugnación del juicio que diera inicio al expediente 780/2016M-3, dejándose inclusive en ese auto, a salvo mis derechos a efecto de que el suscrito opcionalmente pudiera tramitar nuevo juicio de nulidad. Por lo que es ahí donde se precisa la firmeza de la resolución de fecha 9 de marzo del 2018, es decir, se determina en dicho auto que la misma ya no puede ser susceptible de ser modificada de alguna forma. Y es ahí donde causa ejecutoria y surge efectos la resolución del 9 de marzo del año en curso.

Luego entonces, es erróneo el computo que las demandadas hacen al invocar la causal de improcedencia que se estudia. Ya que habrá que decir que el termino de 30 días hábiles comienza a correr para el suscrito a partir del día 7 de junio del 2018 en que me fue notificado la determinación del 9 de mayo de este año. Así las cosas, el presente juicio fue interpuesto en tiempo y forma, y el termino comenzó a correr a partir del día siguiente que surte efectos dicha notificación, que tomando en cuenta los días inhábiles, periodo vacacional, los días en que el tribunal cambio la sede, concluyo el termino justamente el día que se presentó la demanda de nulidad.

Para ilustrar lo anteriormente mencionado es preciso justamente traer a colación lo previsto en la fracción lll del artículo 228 de la ley Procesal de la materia, en el que se establece justamente que es una causa de improcedencia el tramitar un juicio que al momento de su presentación se encuentre pendiente ante el propio tribunal que lo emitió.

Dicho de otra forma, en el supuesto de que el suscrito haya presentado este nuevo juicio de nulidad en contra de la resolución de fecha 9 de marzo del año en curso, sin haber esperado a que el tribunal me diera vista de ésta resolución y darme el derecho de manifestar mi inconformidad y resolver lo correspondiente, que bien pudiera haber sido, haberle ordenado a la autoridad responsable modificara su resolución por exceso o efecto de cumplimiento, o como en el caso que nos ocupa, en el que le dio la razón.

Continúo diciendo que de haber presentado el recurso antes dedica (sic) determinación final, hubiera sido echar a andar el Tribunal con un nuevo juicio cuyos términos están aún pendientes de resolverse en otro aún vigente, como era el caso del 780/2016.

Justamente el espíritu del legislador al precisar la causal de improcedencia prevista en la fracción lll, del 228, es evitar que en el caso nos ocupa, es yo haber tramitado un nuevo juicio a partir de la notificación de la resolución de 9 de marzo del 2018, y que a manos de la autoridad responsable llegara un emplazamiento de tal juicio, en el que el acto reclamado esté sujeto a ser modificado en el juicio 78012016, luego de habérseme dado vista con los términos de la resolución de 9 de marzo, y que como es de explorado derecho sabido, dicho acto legal no es precisamente para darme parecer respecto a si me gusto o no los términos de la resolución, si no para que manifieste lo que legalmente me corresponde. Porque a petición de parte o de oficio, puede acontecer que el tribunal ordene a la autoridad responsable modifique la resolución del 9 de marzo. Y el objeto de tener que esperar a que el tribunal resuelve en definitiva si la emitida el 9 de marzo es legal y si abra de modificarse o no, es para que en el supuesto de que ordene modificarla y a la par en esas fechas ya se haya emplazado a la autoridad demandada de un nuevo juicio tramitado en contra de esa resolución del 9 de marzo, es evitar justamente que la autoridad responsable ordenadora evite contestar dos juicios por el mismo acto impugnado, y evitar confusión legal. Y naturalmente no existan resoluciones en diferentes términos y evitar el tramite obsoleto de un segundo juicio de nulidad cuyo acto impugnado pedirá dilucidarse en el primer juicio.” (Sic)
Este Juzgador, resuelve que es fundada la causal de improcedencia y sobreseimiento aducida por las autoridades demandadas, y son infundados los argumentos de la accionante, en atención a las siguientes consideraciones:

Los artículos 228, fracción VI y 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

(…)

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro…”
“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior…” 
De los artículos antes transcritos, se advierte, entre otras cosas, que el juicio contencioso administrativo resulta improcedente en contra de actos respecto de los cuales no se promovió el juicio ante el Tribunal, dentro del plazo previsto en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que, de actualizarse dicha causal de improcedencia resultara conducente sobreseer el juicio contencioso administrativo.

Ahora bien, el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispone:
“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.
d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente;
…”

Del texto antes transcrito se desprende que el plazo para presentar la demanda ante este Tribunal será de treinta días hábiles siguientes al que se actualice algunos de los supuestos siguientes:

· Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

· Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

· Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

· Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente.
Esto es, conforme al artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el juicio contencioso administrativo debe promoverse desde el día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame, pero también permite al demandante promoverlo desde el día siguiente al en que haya tenido conocimiento de ellos, e incluso, al en que se haya ostentado sabedor de los mismos.

Resulta clara la intención del legislador en establecer que el inicio del cómputo para la promoción del juicio contencioso administrativo estatal, fuera a partir del día siguiente al en que se verifique cualquiera de las tres hipótesis identificadas en dicho precepto legal, de lo que se sigue que los mismos son excluyentes entre sí y no guardan orden de prelación alguno.

Por tanto, la esencia del referido artículo 24, se sustenta en el conocimiento del acto reclamado y no en la formalidad de la notificación, puesto que es suficiente que en la demanda de nulidad, el promovente manifieste la fecha en que tuvo conocimiento del acto reclamado, para que tal fecha constituya el punto de partida a efecto de determinar la oportunidad del juicio de amparo, siempre y cuando no exista prueba que demuestre lo contrario.

Al respecto, por analogía, cabe citar la tesis del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos rubro, texto y datos de localización son los siguientes:

"DEMANDA DE AMPARO. TÉRMINO PARA PROMOVERLA CUANDO EXISTE MANIFESTACIÓN EXPRESA DE LA FECHA EN QUE SE TUVO CONOCIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 21 DE LA LEY DE AMPARO.- El artículo 21 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales dispone que el término para la interposición de la demanda de garantías será de quince días que se computará desde el día siguiente al en que se haya notificado al quejoso la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución o al en que se hubiere ostentado sabedor de los mismos. Así pues, si los quejosos en la demanda de garantías expresamente manifiestan ‘que tuvieron conocimiento pleno del acto reclamado determinado día’, como esa confesión hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los artículos 199 y 200 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria; de ello se sigue que si el Juez de Distrito con base en dicha manifestación, realiza el cómputo del término de la presentación de la demanda y concluye que el amparo resulta improcedente, tal determinación es correcta, sin que sea necesario que exista constancia de la notificación personal del acto reclamado para efectuar el cómputo del término respectivo, debido precisamente a la citada confesión de la parte quejosa respecto a la fecha en que tuvo conocimiento del acto reclamado." (No. Registro IUS: 232213. Tesis aislada. Materia(s): Común. Séptima Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volúmenes 193-198, Primera Parte, página 71).

En congruencia con lo anterior, es dable concluir que el accionante no tiene por qué esperar a que la autoridad le notifique formalmente el acto reclamado para que pueda interponer el juicio contencioso administrativo, en razón de que no puede limitársele el acceso a los tribunales cuando tiene conocimiento por cualquier otro medio de un acto que le depara perjuicio y, por ende, se encuentra en aptitud de instaurar la vía contenciosa administrativa.

Esto se afirma, en virtud de que el artículo 233, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, literalmente dispone:

"Artículo 233. El escrito de demanda deberá contener:
...

V. El señalamiento, de la fecha en que se tuvo conocimiento de la resolución o acto combatido;

…"

La disposición legal transcrita prevé que en la demanda de nulidad, entre otros requisitos, debe señalarse la fecha en que se tuvo conocimiento de la resolución o acto combatido.

Esta última disposición establece implícitamente a favor del gobernado, el derecho a promover el juicio de nulidad antes de que la autoridad le notifique formalmente el acto reclamado, de modo tal que reitera lo que establece el referido artículo 24, en el sentido de permitir al accionante promover el juicio contencioso administrativo desde el día siguiente al en que haya tenido conocimiento del acto que le afecta.

En consecuencia, si en autos obra prueba fehaciente de que el quejoso conoció el contenido del acto reclamado íntegramente, con anterioridad a la fecha en que la autoridad le notificó, el cómputo de los treinta días que establece el referido artículo 21, debe realizarse a partir de la fecha en que el quejoso afirme que tuvo conocimiento de aquél.

Es decir, si el particular tiene conocimiento, previamente a la notificación que ordena la ley que rige el acto reclamado, a través de cualquier otro medio, como puede ser el momento en que hubiese recibido copias del mismo, es válido que a partir de ese momento inicie el cómputo del plazo para la presentación del juicio contencioso administrativo, siempre y cuando se acredite plenamente que el quejoso conoció de manera completa el acto reclamado.

Dicho en otras palabras, el inicio del plazo para la presentación del juicio contencioso administrativo contra un acto que legalmente debe notificarse, tendrá lugar a partir de que el quejoso tiene pleno conocimiento de éste, o se hace sabedor de él, con independencia de que la ley que lo rige establezca la notificación como medio para darlo a conocer a los interesados que sean parte del juicio.

Considerar lo contrario, conduciría a permitir al particular la promoción anticipada del juicio contencioso administrativo, cuando afirme que tuvo conocimiento del acto reclamado previamente a su notificación pero ignorar el mismo hecho cuando el juzgador o las demás partes sean quienes adviertan tal situación.

Refuerza lo anterior, por analogía, la jurisprudencia número P./J. 115/2010, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXIII, Enero de 2011; Pág. 5. P./J. 115/2010. Registro No. 163 172
DEMANDA DE AMPARO. EL PLAZO PARA PROMOVERLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE EL QUEJOSO TUVO CONOCIMIENTO COMPLETO DEL ACTO RECLAMADO POR CUALQUIER MEDIO CON ANTERIORIDAD A LA FECHA EN LA QUE LA RESPONSABLE SE LO NOTIFICÓ.- Conforme al artículo 21 de la Ley de Amparo, el plazo para promover la demanda de garantías será de 15 días y se contará desde el siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se haya ostentado sabedor de los referidos actos, bastando en este último caso que así lo exponga en la demanda para que, si no existe prueba en contrario, la fecha de su propio reconocimiento constituya el punto de partida para determinar la oportunidad de su escrito. Esto significa que el quejoso no tiene porqué esperar a que la autoridad responsable le notifique formalmente el acto reclamado para que pueda solicitar la protección de la Justicia Federal, pues si ya tuvo conocimiento por otros medios de su existencia, no debe limitársele el acceso a los tribunales cuando puede impugnarlo en la vía de amparo. Lo anterior se corrobora con el artículo 166, fracción V, del ordenamiento legal citado, el cual prevé que en la demanda de amparo directo debe señalarse la fecha en que se haya notificado la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, o la fecha en que el quejoso haya tenido conocimiento de la resolución reclamada; enunciado este último que reitera el derecho del quejoso de promover el juicio de amparo antes de que la responsable le notifique formalmente el fallo decisivo, cuando lo conoce por alguna causa ajena a la diligencia judicial con que se le debió dar noticia oficial de su contenido. En congruencia con lo anterior, si existe en autos prueba fehaciente de que el quejoso tuvo acceso al contenido completo del acto reclamado con anterioridad a la fecha en la que la responsable se lo notificó, debe contabilizarse la oportunidad de la demanda a partir de la primera fecha, pues sería ilógico permitirle, por un lado, la promoción anticipada del juicio cuando afirme que tuvo conocimiento del acto reclamado previamente a su notificación, pero, por otro, soslayar el mismo hecho cuando el juzgador o las demás partes sean quienes adviertan que así aconteció y que tal conocimiento se pretende ocultar.

Contradicción de tesis 57/2008-PL.

Ahora, en la especie, el demandante en el apartado que denomina “V.- EL SEÑALAMIENTO, DE LA FECHA EN QUE SE TUVO CONOCIMIENTO LA RESOLUCIÓN O ACTO IMPUGNADO” (Sic) –foja 2 de autos-, manifestó que el acto impugnado le fue notificado personalmente el siete de junio de dos mil dieciocho.
En ese orden de ideas, si bien fuera cierto que en el supuesto de que la resolución impugnada le hubiera sido notificada al hoy accionante el siete de junio de dos mil dieciocho, al seis de agosto de dos mil dieciocho, se encontraba transcurriendo el último día del plazo de ley para la interposición de demanda –treinta días-; también es cierto que –tal y como lo argumentan las enjuiciadas- en una fecha anterior ya tenía conocimiento del acto debatido, a saber, desde el treinta de abril de dos mil dieciocho; y que por lo tanto su presentación resulta extemporánea, y en consecuencia, consintió tácitamente esa resolución.

En efecto, se tienen a la vista las constancias del expediente 780/2016/3, del índice de este Tribunal, las cuales se invocan como hecho notorio
, de conformidad con los artículos 61, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí y 277, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí –anteriormente transcritos-, de aplicación supletoria; desprendiéndose de ellas –en lo relevante para esta controversia-, lo siguiente:
· Mediante resolución de veintinueve de junio de dos mil quince
, el Director General de Gobernación, de la Secretaría General de Gobierno, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, visto la orden de visita e inspección ****** ***** ******* ******* y Acta de Inspección Circunstanciada ****** ***** ******* *******, al establecimiento con giro de Bar denominado “** *****”, ubicado en calle ****** ***** ******* ******* ******** ********* *********** ********* ******* ***; resolvió la cancelación de la licencia de bebidas alcohólicas número *****, bajo la modalidad de Bar, expedida a favor de ******** ******* ***** –hoy actor-, así como la clausura definitiva de dicho establecimiento.
· Inconforme con el acto precisado en el punto anterior, el hoy actor, interpuso recurso de revisión en su contra –donde realizó diversos agravios y presentó pruebas- recayéndole la resolución de recurso de revisión administrativa número ******, de trece de mayo de dos mil dieciséis
, emitida por el Subsecretario de Gobernación, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quién confirmó la resolución inicialmente recurrida.
· De igual manera, el hoy enjuiciante inconforme con lo resuelto en el recurso de revisión referido en el punto anterior, presentó demanda en su contra, recayéndole el juicio contencioso administrativo número 780/2016/3 del índice de esta Sala.

· Una vez substanciado en su totalidad el juicio 780/2016/3, mediante sentencia de veintiséis de enero de dos mil diecisiete
, se resolvió lo siguiente:

“SEXTO.-…

…

Así las cosas, en la especie, se actualiza la causa de ilegalidad prevista en el artículo 95 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, debiendo las autoridades demandadas emitir una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la que se estudien los agravios que se hicieron valer, así como todas las pruebas ofrecidas por el actor, y se analicen en relación con los agravios que son materia del recurso, fundando y motivando cada una de sus consideraciones.

En base a lo anterior, a juicio de los Magistrados que integran esta Sala Colegiada, con fundamento en los artículos 94, 95 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la Resolución de fecha 13 de mayo del año 2016, dictada en los autos de Recurso de Revisión Administrativo número ******, en el que se confirma la resolución emitida por la Dirección General de Gobernación, de fecha 29 de Junio de 2015, mediante la cual se determina la CANCELACIÓN DE LA LICENCIA DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS número *****, bajo la modalidad de BAR, expedida a favor de ******** ******* *****, para el domicilio ubicado en ****** ***** ******* ******* ******** ********* *********** ********* ******* ***; y en consecuencia, con fundamento en el artículo 96 de la ley de la materia, se decreta la NULIDAD DE LA MISMA, al ser afectados los derechos del actor, por la violación a los derechos humanos y las garantías de legalidad y seguridad jurídica, tutelados por los artículos 14 y 16 Constitucionales; por lo que, con base en el artículo 97 de la Ley de Justicia Administrativa, este Tribunal procede a dejar el acto impugnado SIN EFECTO LEGAL ALGUNO; por lo que las autoridades demandadas, deberán emitir una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la cual deberán estudiar los agravios que se hicieron valer, así como todas las pruebas ofrecidas por el actor, y analizarlas en relación con los agravios que son materia del recurso, para lo cual deberá considerar los argumentos vertidos en esta ejecutoria.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que establece en su primer párrafo que, las sentencias definitivas dictadas por el Tribunal causan ejecutoria por ministerio de Ley, al no admitir recurso alguno; y con sustento en lo previsto por el segundo párrafo del citado artículo, se previene a las autoridades demandadas, para que dentro de los diez días hábiles siguientes al en que reciba el oficio de notificación de la presente sentencia, informen sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la parte actora de lo proveído para su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 3° fracción II, 18 fracción I, 19 fracción III, 93, 94, 95 fracción II, 96 y 97 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

…
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución impugnada y, por consecuencia, la nulidad de la misma, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

…”
(Énfasis en el original)
· El Subsecretario de Gobernación, de la Secretaría General de Gobierno, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en cumplimiento al fallo precisado en el punto anterior, emitió la resolución de recurso de revisión administrativa ****** de veintiocho de febrero de dos mil diecisiete
, en donde volvió a confirmar la diversa de veintinueve de junio de dos mil quince.
· Mediante proveído de seis de marzo de dos mil diecisiete
, dio cuenta de la resolución referida en el punto anterior, por lo que le dio vista a la parte actora para que dentro del término de tres días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera; derecho que no ejerció.
· A través del acuerdo de tres de mayo de dos mil diecisiete
, haciéndose constar que el impetrante no había hecho manifestación alguna respecto de la resolución de recurso de revisión administrativa ****** de veintiocho de febrero de dos mil diecisiete, se declaró cumplida la ejecutoria de nulidad de veintiséis de enero de dos mil diecisiete, en virtud d que se había emitido una nueva resolución fundada y motivada, además de que la enjuiciada se ajustó a lo establecido en dicha ejecutoria. Asimismo, se ordenó el archivo del expediente 780/2016/3, como asunto concluido.

· Inconforme con la anterior resolución, el hoy demandante interpuso en su contra juicio de amparo indirecto, el cual le tocó conocer al Juzgado Segundo de Distrito de este Estado de San Luis Potosí, radicado bajo el número **********, quién mediante ejecutoria de veintinueve de enero de dos mil dieciocho
, resolvió amparar y proteger al quejoso, para el efecto de que este Tribunal, dejara insubsistente el proveído de tres de mayo de dos mil diecisiete, y con libertad de jurisdicción se pronunciara fundada y motivadamente respecto del cumplimiento de la sentencia de veintiséis de enero de dos mil diecisiete.

· Mediante el acuerdo de veintiuno de febrero de dos mil dieciocho
, en cumplimiento a la ejecutoria referida en el punto anterior, dejó insubsistente el acuerdo de tres de mayo de dos mil diecisiete, y volvió a analizar si la autoridad demandada mediante la emisión de la resolución de veintiocho de febrero de dos mil diecisiete, había cumplido debidamente la sentencia de veintiséis de enero de dos mil diecisiete; resolviendo que con esa actuación, no era válido concluir que sí había dado cumplimiento. En tal virtud, se dejó sin efectos la resolución de veintiocho de febrero de dos mil diecisiete, y se le requirió al Subsecretario General de Gobernación, del Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí, para que en el plazo de cinco días, diera cumplimiento a la sentencia o bien demostrara estar en vías de ejecución.
· En cumplimiento a lo anterior, el Subsecretario de Gobernación, de la Secretaría de Gobernación, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, emitió la resolución de recurso de revisión administrativa ********, de nueve de marzo de dos mil dieciocho
 –acto impugnado en el presente juicio-, en donde resolvió volver a confirmar la diversa de veintinueve de junio de dos mil quince.

· El Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria, de este Tribunal, dando cuenta de la resolución precisada en el punto anterior –que presentaron las autoridades demandadas con sus respectivos oficios-, a través del auto de diecinueve de abril de dos mil dieciocho
, dio vista al hoy accionante de esa resolución, para que en el plazo de tres días hábiles, manifestará lo que a su derecho conviniera.
· El proveído precisado en el punto anterior, le fue notificado a la parte actora –previo citatorio- el treinta de abril de dos mil dieciocho, tal y como se desprende del acta correspondiente
.

· A través del ocurso presentado en este Tribunal el siete de mayo de dos mil dieciocho
, el abogado autorizado por el impetrante, desahogó la vista precisada en el punto anterior.

·  El Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria, de este Tribunal, a través del acuerdo de nueve de mayo de dos mil dieciocho
, por una parte dio cuenta del ocurso precisado en el punto anterior, determinando que la resolución de nueve de marzo de dos mil dieciocho, era un nuevo acto de autoridad, por lo que los conceptos de impugnación que se tuvieran que hacer valer se tenían que realizar a través del medio de defensa que corresponda, lo que podía ser a través de un nuevo juicio en su contra, por lo que dejaron a salvo sus derechos para impugnar el acto referido. Por otra parte, resolvió que la enjuiciada había dado cumplimiento a lo ordenado en el auto de diecinueve de abril del año en cita. Finalmente, señaló que quedaban a salvo los derechos de la parte actora para que promoviera, un nuevo juicio. 

· El auto referido en el punto anterior, fue notificado a la parte actora, el siete de junio de dos mil dieciocho, tal y como se desprende del acta correspondiente
.

· Finalmente, mediante proveído de veintiuno de junio de dos mil dieciocho
, se ordenó el archivo del expediente 780/2016/3 como asunto totalmente concluido.

Con base en lo anterior, el suscrito Magistrado, considera que con las actuaciones que obran agregadas en los autos del diverso juicio 780/2016/3, destacándose el proveído de diecinueve de abril de dos mil dieciocho y su acta de notificación respectiva diligenciada el treinta siguiente, las cuales hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado, se comprueba que el actor del presente juicio tenía conocimiento material de la resolución que hoy pretende impugnar, desde el día treinta de abril de dos mil dieciocho, al haber sido notificado en esta fecha de la vista que le otorgó el propio Tribunal, de ese acto.
Debe destacarse que la impetrante en su ampliación de demanda, es omisa en negar que haya tenido conocimiento del acto impugnado a través de la notificación del auto de diecinueve de abril de dos mil dieciocho; por el contrario reconoce que en virtud de una vista manifestó su inconformidad en contra de ese acto; procediendo únicamente a argumentar cuestiones de firmeza de la resolución de nueve marzo de dos mil dieciocho y como se tenía que computar el plazo para su impugnación. 

En tal virtud, al quedar intocada la notificación practicada a la parte actora el treinta de abril de dos mil dieciocho del proveído de diecinueve del mes y año en cita, en donde se le dio vista de la resolución de nueve de marzo de dos mil dieciocho; este Juzgador concluye que a partir de este momento tuvo conocimiento material de ese acto, y por lo tanto a partir de ahí empezaba a transcurrir el plazo de ley para interponer el medio de defensa correspondiente en su contra.
En esa tesitura, el plazo de treinta días hábiles que para la presentación de la demanda de conformidad con el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, inició el día hábil siguiente a aquel en que tuvo conocimiento –treinta de abril de dos mil dieciocho- de la resolución que ahora pretende impugnar, esto es, el dos de mayo de dos mil dieciocho y concluyó el trece de junio de dos mil dieciocho
, resultando innegable que la presentación de la demanda en contra de tal acto, se realizó excediendo el término legalmente previsto, al haberse presentado en este Tribunal hasta el seis de agosto de dos mil dieciocho.
Incluso, en una interpretación más amplia, en virtud de que el accionante tuvo conocimiento del acto que pretende impugnar, en virtud de una notificación practicada por este Tribunal, notificación que se encuentra regulada por sus propios dispositivos legales, el plazo de treinta días hábiles que para la presentación de la demanda prevé el artículo 24, fracción I, inciso a) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, inició el día hábil siguiente a aquel en que surtió sus efectos la referida notificación
, esto es, el tres de mayo de dos mil dieciocho y concluyó el catorce de junio de dos mil dieciocho
, resultando innegable que de igual manera la presentación de la demanda en contra de tal acto, se realizó excediendo el término legalmente previsto, al haberse presentado en este Tribunal hasta el seis de agosto de dos mil dieciocho.
Sirve de apoyo a lo anterior, de manera ilustrativa, la Tesis VI.2o. J/21, sustentada por los Tribunales Colegiados de Circuito en la Novena Época, publicada en el Semanario judicial de la Federación y su Gaceta en el tomo II, Agosto de 1995, Pág. 291, la cual a la letra reza: 
“ACTOS CONSENTIDOS TACITAMENTE. Se presumen así, para los efectos del amparo, los actos del orden civil y administrativo, que no hubieren sido reclamados en esa vía dentro de los plazos que la ley señala.”
En consecuencia, con fundamento en los artículos 228, fracción VI, y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el Magistrado de la Sala Segunda Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resuelve sobreseer el presente juicio, en virtud de que el mismo fue interpuesto en contra de un acto consentido tácitamente ya que no presentó medio de defensa alguno en el plazo de ley, de acuerdo con los fundamentos y razones que han quedado expuestos en el cuerpo de este Considerando.

Sin que sea óbice para lo anterior, lo manifestado por el demandante en su ampliación de demanda, pues lo cierto es que dichos argumentos son infundados.
En efecto, el accionante pretende argumentar que en virtud de que presentó un escrito de inconformidad desahogando la vista que le fuera concedida en el juicio 780/2016/3 del Índice de este Tribunal, no había quedado firme esa resolución, y que por lo tanto fue hasta que se dictó el proveído de nueve de mayo de dos mil dieciocho, donde se tuvo por cumplida la sentencia de veintiséis de enero de dos mil diecisiete, en el quedó firme y por lo tanto, a partir de ahí debe contársele el plazo de ley para la interposición de su medio de defensa, tan es así que se le dejaron a salvo sus derechos. 
Sin embargo, a consideración de este Juzgador, los argumentos que plantea la impetrante no tienen sustento jurídico alguno, pues no invoca –ni el Magistrado que suscribe lo advierte- dispositivo legal alguno del que pudiera desprenderse que no es sino hasta que este Tribunal, declara cumplido una sentencia que supuestamente una resolución queda firme, y que a partir de ahí debe empezarle a contar el plazo de ley para su impugnación.

En efecto, se reitera que el artículo 24, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es categórico establecer que la interposición de la demanda, deberá ser de treinta días hábiles siguientes al que se actualice únicamente algunos de los supuestos siguientes: A) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general; B) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos; C) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha; y D) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente.

Así, resulta evidente para este Juzgador, que no se encuentra establecida en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la hipótesis que ahora plantea el demandante para la supuesta procedencia oportuna del juicio que pretendió intentar.
Debe destacarse que también existen las diversas hipótesis establecidas para la procedencia del juicio contencioso administrativo, cuando el accionante argumente que una resolución no fue notificada o que lo fue ilegalmente, establecidas en el artículo 236, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
; sin embargo, lo cierto es que dichas hipótesis no resultan aplicables a la especie, por la simple razón que el hoy demandante nunca manifestó desconocer el acto controvertido, o bien, que no le había sido notificado legalmente.
En ese orden de ideas, tampoco advierte este Juzgador dispositivo legal alguno, del que se pueda desprender que por el hecho de que el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, en el proveído de nueve de mayo de dos mil dieciocho, le dejó a salvo sus derechos para que impugnara la resolución de nueve de marzo de dos mil dieciocho, mediante los medios de defensa correspondiente; pueda interpretarse que se le otorgó nuevamente el plazo de treinta días con que contaba para la interposición de este juicio contencioso administrativo, lo que fácilmente se corrobora por el hecho de que jamás lo señaló así dicho Magistrado; por el contrario, tal pronunciamiento fue únicamente con la finalidad de orientar al enjuiciante sobre la impugnación que pretendía, sin que por ello se le haya otorgado un nuevo derecho.

Bajo esa tesitura, debe señalarse que parte de las manifestaciones del demandante, van en el sentido de que no podía interponer un nuevo juicio, en virtud de que a través del ocurso en el que desahogó la vista que le fuera concedida en el auto de diecinueve de abril de dos mil dieciocho, ya había manifestado su inconformidad sobre la misma y que por lo tanto, pretendía con ello, el que se revocara o modificara esa resolución; sin embargo, lo cierto es que un simple ocurso de manifestaciones de inconformidad, no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado; por lo que aún se encontraba constreñida a obedecer el plazo establecido en el numeral 24, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y al no haberlo hecho así, debe reputarse como un acto consentido, al no haberse controvertido a través de los medios legales correspondientes, como pudiera ser en todo caso, un recurso de queja, o se insiste, la oportuna interposición del juicio contencioso administrativo.
Refuerza lo anterior, la siguiente jurisprudencia cuyos datos de localización y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXII, Diciembre de 2005; Pág. 2365. VI.3o.C. J/60. Registro No. 176 608

“ACTOS CONSENTIDOS. SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO.- Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.”

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Aquí cabe destacarse, que en el caso de que hubiera interpuesto un recurso de queja en contra de la resolución de nueve de marzo de dos mil dieciocho, y el Juzgador, lo hubiera declarado improcedente, solo así se le hubiera concedido un nuevo plazo de treinta días hábiles para la presentación de un juicio contencioso administrativo, hipótesis que sí se encuentra establecidas en el artículo 24, fracción I, inciso d), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí –ya transcrito-; lo que no aconteció en la especie.

Finalmente, respecto del argumento del impetrante consistente en que se encontraba impedido para presentar un nuevo juicio contencioso administrativo, en contra de la resolución de nueve marzo de dos mil dieciocho, en virtud de que presentó un escrito de recurso de inconformidad en su contra y que el Magistrado aún no había señalado si se había cumplido la sentencia o no, dictada el veintiséis de enero de dos mil diecisiete; ya que se actualizaría la hipótesis de improcedencia, establecida en el artículo 228, fracción III, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de igual manera resulta infundado.
En efecto, el artículo 228, fracción III, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

III. Que sean materia de un recurso o juicio que se encuentre pendiente de resolución ante la autoridad que lo emitió o ante el propio Tribunal, al momento de su presentación, cuando exista identidad de las partes, aunque sean distintas las violaciones alegadas;

…”

El dispositivo legal en cita, establece que es improcedente el juicio contencioso administrativo ante este Tribunal, entre otros supuestos, que sean materia de un recurso o juicio que se encuentre pendiente de resolución ante la autoridad que lo emitió o ante el propio Tribunal, al momento de su presentación, cuando exista identidad de las partes, aunque sean distintas las violaciones alegadas.

Aquí cabe precisarse que contrario a lo que argumenta el demandante, en la especie no se actualizaba esa hipótesis de improcedencia que ella misma señala; pues lo cierto, es que en la especie, el impetrante en contra de la resolución de nueve de marzo de dos mil dieciocho, no interpuso en su contra un recurso –como pudiera ser la queja- sino que únicamente presento un ocurso de inconformidad, el cual, se insiste no tiene los efectos jurídicos de un recurso o medio de defensa. Así, si no existía un medio de defensa pendiente de resolver en contra de la resolución que ahora debate, a partir de que tuvo conocimiento de ese acto controvertido, podía interponer en su contra una demanda de nulidad.
A mayor abundamiento, aún en el supuesto que se hubiera actualizado la causal que el impetrante argumenta –lo que a consideración de este Juzgador no acontece- lo cierto es que bajo su mismo razonamiento, dicha hipótesis dejaría de tener efectos a partir de la notificación del proveído de nueve de mayo de dos mil dieciocho, realizada el siete de junio siguiente; por lo que aun así, a partir de esa fecha y hasta el catorce de junio del mismo año –respetando el plazo de treinta días con que contaba para ello, a partir del momento en que tuvo conocimiento de dicho acto-, el demandante podía interponer juicio contencioso sin que a su propia consideración se actualizara alguna causal.
En todo caso, en el supuesto de que efectivamente la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal, hubiera revocado la resolución de nueve de marzo de dos mil dieciocho, únicamente tendría como consecuencia que en el nuevo juicio contencioso administrativo interpuesto en su contra, se quedará sin materia, y que por lo tanto se decretará su sobreseimiento –al actualizarse la hipótesis establecida en el artículo 229, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
-, sin que por ello se le ocasionará alguna afectación a su esfera jurídica.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º, fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; así como también los artículos 217, 228 fracción VI, 229, fracción II y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- El Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Por las razones expuestas en el Considerando Cuarto del presente fallo, se SOBRESEE en el presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.


“ARTÍCULO 61. Los hechos notorios no serán objeto de prueba, pudiendo la autoridad que resuelva el asunto referirse a ellos aun cuando las partes no los hubieren mencionado.





Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí


“ART. 277.- Los hechos notorios no necesitan ser probados y el juez puede invocarlos, aunque no hayan sido alegados por las partes.”


� Visibles en los folios 38 a 50 y 56 a 68, de autos, respectivamente.


� Las cuales obran agregada de la foja 87 a 90, y 93 a 94; del expediente en que se actúa.


� Visible del folio 78 a 81, de autos.


� Lo anterior de conformidad con las jurisprudencias de rubro: “HECHOS NOTORIOS. TIENEN ESE CARÁCTER LAS VERSIONES ELECTRÓNICAS DE LAS SENTENCIAS ALMACENADAS Y CAPTURADAS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE)” y “HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LAS EJECUTORIAS EMITIDAS POR LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO O LOS JUECES DE DISTRITO”; mismas que fueron transcritas en párrafos anteriores.





� Visible de la foja 28 a 33 del expediente 780/2016/3, del índice de este Tribunal.





� Visible del folio 9 al 12, del expediente 780/2016/3, del índice de este Tribunal.





� La cual obra agregada de la foja 90 a 95, del expediente 780/2016/3, del índice de este Tribunal.


� Visible del folio 99 a 105, del expediente 780/2016/3, del índice de este Tribunal.





� El cual obra agregado en la foja 106, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.





� Visible en el folio 109, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.





� La cual obra transcrita en el oficio 3021/2018, agregado de la foja 127 a 129, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.





� Visible del folio 134 al 138, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.


� La cual obra agregada de la foja 154 a 159, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.





� Visible en el folio 175, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.





� La cual obra agregada en la foja 177, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.





� Visible del folio 179 al 181, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.


� El cual obra agregado en la foja 182, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.





� Visible en el folio 184, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.





� El cual obra agregado en la foja 185, del expediente 780/2016/3 del Índice de este Tribunal.


� Computo al cual se deben descontar los sábados y domingos que mediaron –cinco, seis, doce, trece, diecinueve, veinte, veintiséis y veintisiete de mayo de dos mil dieciocho; dos, tres, nueve y diez de junio del año en cita-; así como el diez de mayo de dos mil dieciocho, al ser inhábiles para este Tribunal –respecto de la última fecha señalada, esta fue declarada inhábil mediante acuerdo de pleno extraordinario de ocho de mayo de dos mil dieciocho-.


� La notificación respectiva, en virtud de que la realizó el propio Tribunal, surtió sus efectos el dos de mayo de dos mil dieciocho, conforme a lo previsto en el artículo 40, primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, disposición en la actualidad rige el juicio contencioso administrativo. Sin que cambie el sentido de lo anterior, que esa notificación se haya practicado al amparo de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí –hoy abrogada- pues lo cierto, es que el numeral 61, de la propia ley, también señalaba que: “Las notificaciones surtirán sus efectos el día hábil siguiente al de la notificación personal…”, por lo que no cambia la fecha en que surtió efectos esa notificación.


� Computo al cual se deben descontar los sábados y domingos que mediaron –cinco, seis, doce, trece, diecinueve, veinte, veintiséis y veintisiete de mayo de dos mil dieciocho; dos, tres, nueve y diez de junio del año en cita-; así como el diez de mayo de dos mil dieciocho, al ser inhábiles para este Tribunal –respecto de la última fecha señalada, esta fue declarada inhábil mediante acuerdo de pleno extraordinario de ocho de mayo de dos mil dieciocho-.


� ARTÍCULO 236. Cuando se alegue que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que se trate de las impugnables en el juicio, se estará a las reglas siguientes:





I. Si el demandante air m a conocer la resolución administrativa, los conceptos de impugnación contra su notificación y contra la resolución misma, deberán hacerse valer en la demanda, en la que manifestará la fecha en que la conoció;





II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución.





En este caso, al contestar la demanda, la autoridad acompañará constancia de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación de la demanda, y





III. El Tribunal estudiará los conceptos de impugnación expresados contra la notificación, en forma previa al examen de los agravios expresados en contra de la resolución administrativa:





a) Si resuelve que no hubo notificación o que fue ilegal, considerará que el actor fue sabedor de la resolución administrativa desde la fecha en que manifestó conocerla o en la que se le dio a conocer, según se trate, quedando sin efectos todo lo actuado en base a dicha notificación, y procederá al estudio de la impugnación que se hubiese formulado contra la resolución; sin que la declaratoria de inexistencia o ilegalidad de la notificación, produzca por sí misma la ilegalidad de los actos impugnados, para lo cual deberá estarse al estudio de los conceptos de impugnación invocados.





b) Si resuelve que la notificación fue legalmente practicada y, como consecuencia de ello la demanda fue presentada extemporáneamente, sobreseerá el juicio en relación con la resolución administrativa combatida.”


� “ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:


…


VI. Si el juicio queda sin materia;


…”





